

  

    

      

    

  








  


    	Experiencias y percepciones de las bibliotecas ante el desafío del desarrollo sostenible

  




  

    	Jaime Ríos Ortega

  




  

  	DR ©Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Bibliotecológicas y de la Información  

  




  

    	ISBN: 978-607-30-0672-9

  




  

    	Primera edición 2017

  




  

    	Colección: Sistemas bibliotecarios de información y sociedad

  




  

    	Publicación dictaminada

  




  

    	La presente obra está bajo una licencia de Creative Commons 3.0

  











  


    	 

  


  

    	 

  


  

    	 

  













[image: Imagen 1]






Presentación


Una biblioteca suele entenderse peyorativamente como una caja negra que recibe insumos y los procesa con resultados que pueden ser o no importantes para los individuos de una comunidad. Lejos de esta imagen distorsionada, las bibliotecas son transparentes en cuanto a sus servicios y su apertura a las comunidades con las cuales interactúan de manera presencial o virtual. La biblioteca, se ha dicho, es un lugar de encuentro, pero estoy convencido de que fundamentalmente es una institución de intervención y cambio en las comunidades y cuyos efectos tienen repercusión social y cultural. Por lo anterior, el propósito de esta obra colectiva es discutir sobre los elementos que demuestren la intervención de los bibliotecólogos.


Esta discusión, fortalecida por la diversidad de posturas presentadas a lo largo de los capítulos, toma como punto de partida que la biblioteca es una institución democrática y esencial para la vida comunitaria, en virtud de su vocación para respaldar las políticas públicas en materia de educación y el ejercicio pleno de los derechos de acceso a la cultura y la información socialmente valiosa. En este punto, surge una dimensión axiológica vinculada con la dinámica de las comunidades a partir de los valores que promueven sus instituciones. Los valores fundamentales para la práctica bibliotecaria serían la libertad y la justicia, entre otros.


Es de nuestro interés reiterar el valor que la biblioteca tiene, en cuanto a la libertad de pensamiento y expresión, como componente y garantía en el desarrollo de las colecciones, o bien, en el ejercicio de la justicia distributiva gracias al acceso a las fuentes de información y la prestación de servicios. También se trata de comprender el impacto de la biblioteca para alentar las capacidades de los individuos en pos de alcanzar vidas dignas y contribuir de esta manera a la libertad en su sentido más universal. Estos puntos deben ser retomados en la práctica bibliotecaria.


En esta obra, se han distinguido contornos del desarrollo sostenible como una preocupación endémica de América Latina, cuya historia está llena tanto de reclamos sociales como de avances en materia de garantías civiles. Por otra parte, surge casi como un diálogo la secuencia de trabajos que presentan los especialistas de las escuelas de bibliotecología de Colombia y México. 


El lector encontrará convergencias como la siguiente. En el caso colombiano, el Artículo 67 de su Constitución Política sustenta a la labor bibliotecaria con los propósitos de fomentar la investigación, el desarrollo y los valores culturales en aquel país. Lo anterior guarda similitudes con el contexto legislativo mexicano que ha elevado a Ley General las responsabilidades de los niveles de gobierno municipal, estatal y federal en materia de instauración, mantenimiento y fortalecimiento de bibliotecas públicas. De igual modo, la figura de la Biblioteca Pública en Colombia cambió el paradigma que la ceñía en la incertidumbre gubernamental hacia la concientización por parte de otros sectores sociales y hacia el compromiso para sostenerla en su labor de apoyo a la regeneración del tejido social durante un largo periodo de guerrillas y conflicto social. Esto nos da pie a comparar otro aspecto de confluencia entre Colombia y México, el funcionamiento de las redes de bibliotecas públicas, las cuales han sido tomadas como modelos en la región, en gran medida por la tradición de trabajo que han forjado: la red colombiana desde 1978 y su par mexicana en la década de 1980.


La preparación de esta obra colectiva consideró siempre que los trabajos reunidos son apenas una de tantas aristas de una misma figura poliédrica que constantemente se modifica junto con las circunstancias que atraviesan los países en ámbitos políticos, económicos, sociales y culturales, los cuales, en su conjunto, forman parte de la realidad nacional. A pesar de las similitudes entre nuestros países, las diferencias internas entre las grandes ciudades y las zonas remotas vuelven complejo el cumplimiento de la misión de la biblioteca y, sobre todo, no podemos pasar por alto la heterogeneidad de problemas que aquejan a las comunidades de nuestros países. Por este motivo, decidimos tomar distancia de un enfoque centralista bajo el cual se argumentaría que los avances consolidados en las grandes capitales latinoamericanas cuentan más que las problemáticas de puntos geográficos específicos; esta perspectiva es explicable, pero a mediano plazo deberá modificarse por planes que sean acordes con las necesidades reales de los usuarios en sus contextos sociales.


En el caso de la biblioteca y la información como bienes primarios para el bienestar de las personas, se ha cuestionado si contar con el máximo de información representaría de modo fáctico una igualdad de oportunidades para los individuos, independientemente del uso que hagan de ella, es decir, que la biblioteca aspire a tener el máximo de información que considere pertinente y que esté disponible a los sujetos. En este sentido, una primera reflexión sería que el patrón de consulta y uso de la información proporcionada por la biblioteca marcaría la diferencia. Debemos tener cuidado con el fetichismo de la información, que se presenta cuando sólo existe preocupación por ella sin tomar en cuenta lo que este bien primario hace por la gente, lo que también denominaríamos justicia social.


Pongamos como ejemplo la labor de las bibliotecas en comunidades con escasos recursos, donde se aborda el desarrollo de competencias informativas, las cuales deben articularse con las capacidades políticas de los individuos. Resulta evidente que si no hubiera información disponible, no tendría sentido que nosotros preparásemos a la gente en el ámbito de competencias informativas porque prácticamente no habría un objeto con el cual trabajar. El bien primario está ahí, pero ¿de qué modo contribuye a transformar la capacidad de las personas y su condición de libertad? 


En esta obra colectiva, el lector tiene la oportunidad de cuestionar si el trabajo de las bibliotecas ha permitido a los usuarios apropiarse de su patrimonio cultural, si ha aportado elementos para ejercer sus derechos culturales, o si ha proporcionado herramientas que estimulen la innovación, el emprendimiento, la educación ambiental u otro tipo de proyecto social o personal. Estos cuestionamientos ganarían mucho si fueran trabajados con un enfoque de capacidades, cuyo profundo sentido de justicia radicara en considerar que la igualdad no se da en los medios; así evitaríamos el fetichismo de la información o su explotación como recurso. El peso debería mantenerse en comprender que la igualdad se da en las ventajas que representa la biblioteca y en la capacidad del sujeto, con el propósito de transformar la información en libertad, especialmente en la elección de planes de vida. A mi juicio, el concepto de capacidad, de acuerdo con los postulados políticos de Rawls y las reflexiones económicas de Sen, requiere observar de modo diferente a la información dentro de un circuito de transferencia compuesto por agentes e instituciones sociales que se orientan al bienestar y la realización de las personas.


El desarrollo sostenible se refleja en la formulación de políticas públicas por parte de los Estados latinoamericanos. Colombia y México cuentan con estructuras estatales que han instituido recursos y políticas públicas para la ciencia, el acceso a la educación y la cultura. Cabe recordar que las acciones políticas tienen repercusiones significativas para el funcionamiento de toda la estructura que fundamenta la existencia de la diversidad de bibliotecas. 


Un ejemplo del contexto político es que mientras se realizaba esta obra, ocurrían graves problemas al interior del Departamento Administrativo de Ciencia, Tecnología e Innovación (Colciencias) de Colombia, que ha cambiado de titular hasta ocho veces en un periodo de ocho años. Esto apunta a dificultades que cimbran todo el sector educativo de aquel país; mientras, en México hemos sorteado el recorte sistemático al presupuesto destinado a subvenciones para la ciencia.


En otro orden de ideas, hemos incluido trabajos que están centrados en la biblioteca y en las estrategias creadas frente a las adversidades políticas, el anhelo de alcanzar la innovación y respaldar el emprendimiento. De igual modo, se han hecho apuntes precisos que rastrean los lineamientos dentro del documento normativo de las Naciones Unidas para el desarrollo sostenible y las tareas que de ahí se desprenden para las bibliotecas.


Si bien se muestra que varias de las políticas y acciones han sido desarrolladas de manera institucional y de acuerdo con las responsabilidades de los Estados latinoamericanos, conviene subrayar la intervención de las asociaciones de bibliotecarios para actuar colectivamente, soliviantar a sus pares en países cercanos y nutrir con su experiencia el trabajo en otros países. Por último, hacemos un reconocimiento a la labor emprendida por la Federación Internacional de Asociaciones de Bibliotecarios y Bibliotecas (ifla, por sus siglas en inglés), la cual, mediante el cabildeo, o advocacy, consiguió formar parte de las sesiones de trabajo en la sede de las Naciones Unidas. En consecuencia, esta obra colectiva es una adenda al trabajo realizado por nuestros colegas. 
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Introducción


Es incuestionable que la Constitución Política de 1991 ha traído bastantes beneficios a la nación. Su establecimiento permitió una serie de innovaciones internas que garantizan la libertad y el pleno desarrollo de la ciudadanía. Su configuración se sostiene desde una estructura que asegura y ordena, por medio de reglas, el bienestar y la paz de los colombianos. 


Este aparato jurídico incluye elementos tales como el desarrollo y la educación, los cuales confluyen con las bibliotecas pues éstas sirven como sustento y garantía del desarrollo del país al ser establecidas como instituciones que configuran espacios libres y democráticos. 


Entre la biblioteca y el Estado, hay una serie de políticas encaminadas hacia el desarrollo nacional, las cuales se presentan como acciones normativas y legislativas. Este hecho implica que las bibliotecas son instituciones creadas para mejorar la calidad de vida social por medio del derecho a la información y el conocimiento. Las bibliotecas han demostrado con creces su plena articulación con respecto a las disposiciones legales, y crean ciudadanos con una actitud más crítica y comprometida; además, contribuyen al desarrollo social, el acceso a la cultura y la educación. Por lo tanto, conforman un organismo que respeta, establece y divulga los derechos fundamentales de los ciudadanos y además analiza el impacto de éstos en la vida social.


A partir de la visión social que se presenta desde la biblioteca, a continuación se realiza una revisión de la estructura de la Constitución Política, en la cual ahora los derechos culturales se encuentran en segundo nivel con respecto a aquellos que son considerados como fundamentales o de primer nivel. Se busca reevaluar las nociones y la estructura de la Constitución puesto que actualmente las organizaciones sociales presentan nuevas y diferentes necesidades.


El objetivo principal es analizar de forma crítica la perspectiva del capítulo segundo, relativo a los derechos culturales nacionales, pues éstos inciden transversalmente en la vida, el trabajo, la convivencia, la libertad, el desarrollo y la sana convivencia de los colombianos. Para ello, se compone una interrelación entre la Constitución Política Nacional y las entidades internacionales, apoyadas en diferentes disciplinas. De igual forma, se recurre a las sentencias puesto que son la resolución que un cuerpo colegiado profiere sobre un problema jurídico o un proceso que tiene como trasfondo una argumentada dificultad, lo que establece una estructura amplia y comparativa que, por medio del análisis legislativo y conceptual, se orienta hacia una evolución ajustada de las necesidades de gobernabilidad y democracia nacional. 





Justificación


La Constitución Política postula la libertad y la igualdad. Aquello conlleva una integración de la condición humana civil nacional. Tiene como propósito proteger a todos aquellos que pueden ser violentados por un régimen absoluto, por lo que también se trata del amparo del Estado a todos y cada uno de los ciudadanos. Se fundamenta con los mejores elementos de integración obtenidos de la Biblia, lo que implica un reconocimiento ordenado del buen vivir y convivir de la civilidad. Para afirmar lo anterior, el Preámbulo establece que:


El pueblo de Colombia, en ejercicio de su poder soberano, representado por sus delegatarios a la Asamblea Nacional Constituyente, invocando la protección de Dios y con el fin de fortalecer la unidad de la Nación y asegurar a sus integrantes la vida, la convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, dentro de un marco jurídico, democrático y participativo que garantice un orden político, económico y social justo, y comprometido a impulsar la integración de la comunidad latinoamericana, decreta, sanciona y promulga la siguiente Constitución política de Colombia (Constitución Política, 2005).


Constituye la libertad nacional e individual pues se encuentra alineada con los derechos fundamentales. Esta concepción posibilita la participación en temas tales como la economía, política, administración y cultura nacional, y se orienta hacia la protección nacional democrática. 


En esa misma línea, el Artículo 7 menciona que “El Estado reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación colombiana” (ibíd.), y en el Artículo 27 “El Estado garantiza las libertades de enseñanza, aprendizaje, investigación y cátedra” (ibíd.),. Se presenta entonces cierta inclinación hacia las libertades de la enseñanza y sus garantías. El Artículo 67 sustenta la labor de las bibliotecas. Al establecer la educación como función social, reconoce el pleno desarrollo de la formación intelectual y física, lo que permite la promoción de la investigación, el crecimiento nacional y la difusión de los valores culturales nacionales. 


Como se mencionó con antelación, la Constitución Política se encuentra alineada con los derechos fundamentales, y a partir de un énfasis un poco más detallado en éstos, se encuentra que “Estos derechos son interrelacionados, interdependientes e indivisibles” (Naciones Unidas, 2015). En tal caso, las Naciones Unidas identifican que: 


Todos los derechos humanos, sean éstos los derechos civiles y políticos, como el derecho a la vida, la igualdad ante la ley y la libertad de expresión; los derechos económicos, sociales y culturales, como el derecho al trabajo, la seguridad social y la educación; o los derechos colectivos, como los derechos al desarrollo y la libre determinación, todos son derechos indivisibles, interrelacionados e interdependientes. El avance de uno facilita el avance de los demás. De la misma manera, la privación de un derecho afecta negativamente a los demás. (ibíd.).




Sobre los derechos y las obligaciones, hacen hincapié en que:


Los Estados asumen las obligaciones y los deberes, en virtud del derecho internacional, de respetar, proteger y realizar los derechos humanos. […] significa que […] deben abstenerse de interferir en el disfrute […], o de limitarlos. […] exige que los Estados impidan los abusos […] contra individuos y grupos. […] significa que […] deben adoptar medidas positivas para facilitar el disfrute de los derechos humanos básicos (ibíd.).


En la perspectiva de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (unesco), existe un dialogo intercultural del cual “Cada cultura se nutre de sus propias raíces, pero sólo se desarrolla en contacto con las demás culturas” (unesco, 2015). Para ello, tiene como misión principal: 


Garantizar el espacio y la libertad de expresión de todas las culturas del mundo. Así pues, no se trata de identificar y preservar todas las culturas consideradas separadamente, sino antes bien de revivificarlas para evitar que queden reducidas a ghettos, contrarrestar extravíos derivados de la identidad y prevenir conflictos (ibíd.).


Socialmente, la unesco entiende e instaura redes como vehículos de iniciativas locales entendidas como planes regionales en seguridad, violencia y derechos humanos con el objetivo de mejorar la relación con los otros, además de apostar a la integración y disminución de “las problemáticas relativas a los derechos humanos, tales como discriminación racial o hacia las minorías, inequidad de género en lo social, intolerancia religiosa, xenofobia, marginación a partir del progreso científico y la enfermedad (hiv/sida), persecución política y otras” (ibíd.).


Las perspectivas anteriores permiten entrever que existen puntos convergentes tales como la igualdad, el conocimiento, la integración, entre otros, que enfatizan sus esfuerzos en el reconocimiento de una sociedad integradora y cambiante. Es precisamente en ánimo de alentar dicho esfuerzo que se plantea la pregunta: si la cultura conforma todos los significados existentes en una comunidad y por ende de un ciudadano, y por lo tanto define una identidad nacional, ¿por qué actualmente se aborda desde un nivel secundario en la Constitución Política? Este trabajo busca analizar de forma crítica este fenómeno mediante la articulación de los derechos humanos, las visiones institucionales, las políticas culturales y el enfoque educativo, con atención al hecho de que Colombia es una nación democrática con una fuerte diversidad cultural.





Configuración metodológica 


La metodología empleada se construyó a partir de una investigación documental de tipo cualitativo que permite establecer categorías y relaciones estructurales provenientes del objeto de estudio (Beal, 2001: 17). En consonancia, la investigación documental posee la característica de la interpretación; en palabras de Xavier Beal, “el acopio de documentos escritos o digitales, textuales o iconográficos, etc., con el objeto de ser interpretados hermenéuticamente obteniendo así de ellos información relevante para una investigación” (ibíd.: 45).


La investigación está organizada de aspectos generales a aspectos específicos. El principal insumo es el análisis de los contextos teóricos existentes en varias perspectivas o disciplinas. Esto permitió identificar ciertos elementos que de manera velada se encuentran relacionados entre sí. Para el desarrollo del objetivo establecido, se tuvieron en cuenta los cinco ciclos:


a) recolección de la información; b) sistematización de la información; c) análisis de la información; d) interpretación de los resultados; e) producto;


Para estos ciclos, se llevó a cabo la recolección de información, que consistió en buscar material bibliográfico en bibliotecas, páginas gubernamentales y bases de datos en un lapso de tiempo que va desde 1990 hasta 2013, y se recurrió a la investigación de textos interdisciplinares con el fin de constituir configuraciones conceptuales. Los instrumentos de recolección de información fueron los raes, los cuales sintetizaron y condensaron la información de forma más detallada advirtiendo el enlace resultante de conceptos y definiciones con otras disciplinas. Los documentos de consulta fueron leyes nacionales e internacionales, sentencias y documentos académicos e institucionales.	


La sistematización de información se hizo a partir de una matriz estructurada por las dimensiones legal, académica y social. Se estableció un análisis de tipo interpretativo. Las dimensiones anteriores permiten sostener una concepción diferente de la información. Se explica entonces que la dimensión legal representó la visión gubernamental; la dimensión académica representó el enfoque educativo e institucional, y la dimensión social representó la medida cultural.


Se consideró como sustento de la investigación el análisis de la información recogida. En este sentido, se planteó una triangulación teórica que, en palabras de Ezequiel Ander-Egg, “consiste en utilizar diferentes marcos teóricos referenciales para interpretar un mismo fenómeno. Con este alcance, la triangulación consiste en examinar un fenómeno desde múltiples perspectivas teóricas con el fin de tener una comprensión más profunda, contextualizada y holística del fenómeno” (Ander-Egg, 2000: 80). Se planteó un análisis horizontal el cual obtuvo una composición estructural de carácter comparativo. 


La interpretación de resultados presenta un significado ampliado de la información que se recopiló. La observación cuidadosa tanto de los datos como de la información permitieron descubrir nuevas relaciones conceptuales en términos disciplinares. El producto
fueron la consumación y consolidación de la información en representación textual.






  


    	
Ilustración 1. Esquema metodológico
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    	Fuente: elaboración propia

  










Construcción conceptual 


La construcción conceptual se presenta desde la interdisciplinariedad que existe entre las instituciones, los pensadores y las disciplinas, que a lo largo del texto presentan las múltiples formas que pueden sustentar la creación de vínculos interpretativos articulados. Una definición básica de cultura la entiende como un “Conjunto de conocimientos de una sociedad o de un país, lo que conlleva a un sistema de creencias y tradiciones” (Diccionario del saber humano, 1996). Esta concepción sesga de alguna manera su significado. Es por ello que al buscar el concepto desde una visión filosófica, encontramos que Friedrich Nietzsche aumenta el círculo conceptual de la cultura al comprender que “no es sinónimo de saber muchas cosas o de haber aprendido muchas cosas, sino que la cultura es el resultado de un acto de voluntad creadora de un pueblo” (Arias, 2002: 41). En tal caso, se trata de un proceso de creación y transformación de los saberes que resulta en una construcción social.


Por otro lado, la biblioteca consigue su visión de cultura desde la unesco y la establece como:


El conjunto de los rasgos distintivos, espirituales y materiales, intelectuales y afectivos que caracterizan a una sociedad o un grupo social. Ella engloba, además de las artes y las letras, los modos de vida, los derechos fundamentales al ser humano, los sistemas de valores, las tradiciones y las creencias y que la cultura da al hombre la capacidad de reflexionar sobre sí mismo. Es ella la que hace de nosotros seres específicamente humanos, racionales, críticos y éticamente comprometidos (unesco, 2014a).




En comparación con lo anterior, el Derecho establece la cultura con cierto cimiento agrícola, ya que se fundamenta desde el esfuerzo del crecimiento o el cultivo personal o nacional, lo que le atribuye cierta connotación irrefutable en los textos constitucionales. De este modo, integra la libertad de expresión y el reconocimiento del patrimonio cultural nacional (López y Valentín, 2011). Un claro ejemplo de la relación existente entre el Derecho y la cultura establece en el derecho de las manifestaciones culturales, ya sea la literatura o el cine, que gozan de una plena representación judicial para facilitar su convivencia (ibíd.). De esta forma, el Derecho ejerce una acción positiva de protección y fomento, lo que plantea las condiciones idóneas tanto para su desarrollo como para su difusión; se puede decir que el Derecho presenta la cultura como una forma de la cohesión social, además de integrar, asegurar y propiciar el intercambio y el diálogo (ibíd).


La cultura política es el resultado de una connotación homogénea cuya perspectiva radica en entender la diferencia y la diversidad que existe entre las sociedades al seguir como hilo conductor que “lo político no tiene el mismo sentido en sociedades diferentes” (Arias, 2002: 49). Esta afirmación confirma que existe diversidad y por ende distintas formas de ver y entender una misma acción o situación.


La articulación entre la cultura y la política se sustenta desde los derechos culturales y las políticas culturales, en donde los derechos culturales son el resultado de una reconstrucción económica, moral y política que se enfoca en la promoción de la justicia social, la solidaridad y el universalismo. De acuerdo con Maria Julia Logiódice, las políticas culturales surgen 


Como un deber de los estados de proteger y fomentar el acceso a los derechos culturales, entendidos éstos como derechos individuales a la cultura, que incluyen: posibilidad de participar en la vida cultural de la comunidad, gozar de las artes, disfrutar de los beneficios del progreso científico y recibir por parte del Estado protección jurídica a su creación (derecho de autor) (Logiódice, 2012:60). 




Lo anterior establece en algunos países la creación de las primeras instituciones públicas que centralizan la aplicación de dichas políticas, lo que de forma contundente integran instituciones como los museos, las bibliotecas, los archivos y los teatros en instituciones culturales dentro de la administración pública (ibíd). Otro organismo que permite dilucidar qué son las políticas culturales es la Organización de Estados Iberoamericanos (oei), la cual menciona: 


El ideal del desarrollo de las políticas culturales es, más allá de planificar la cultura, asegurar que los componentes y recursos culturales estén presentes en todos los espacios de la planificación y procesos de desarrollo […] La puesta en marcha […]: enfrenta un gran número de retos para su adecuada y próspera ejecución. Por ello, es menester la elaboración de políticas públicas consistentes que establezcan parámetros y lineamientos a largo plazo.


Los principios fundamentales en los que se basan las políticas culturales son:






  	la promoción de la identidad cultural;


  	la protección de la diversidad cultural;


  	el fomento de la creatividad, y


  	la consolidación de la participación ciudadana.







La ejecución de estas políticas implica institucionalizar las organizaciones que han de asumir los encargos; diseñar los canales de negociación e interlocución con los diferentes actores culturales y definir las acciones previstas en las organizaciones estatales, sector privado, tercer sector y sociedad civil (oei, 2006).




Conforme a lo anterior, las nuevas líneas en las cuales se encuentran enfocadas el desarrollo del individuo y la sociedad protegen, estimulan y enriquecen la identidad y el patrimonio cultural de cada nación, teniendo en cuenta el respeto hacia las minorías culturales; de igual forma, instauran las condiciones sociales y culturales que faciliten, estimulen y garanticen la creación artística e intelectual, sin discriminaciones políticas, ideológicas, económicas y sociales (ibíd.).
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